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Actor: Luisa Idalia Lloreda Gracia  

Demandado: Departamento del Chocó - DASALUD  

 

                                   

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, 

contra la sentencia proferida el 4 de junio de 2014 por el Tribunal 

Administrativo del Chocó, mediante la cual se ordenó a DASALUD en liquidación, 



realizar las gestiones administrativas, presupuestales y financieras orientadas 

a consignar al Fondo Nacional de Ahorro las cesantías a favor de la 

demandante, así como las dotaciones correspondientes a los años 2006 y 

2007.   

 

1. Antecedentes 

 
1.1. La demanda 

1.1.1. Las pretensiones 

 

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

consagrado en el artículo 138 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, la señora Luisa Idalia Lloreda Gracia, por 

conducto de apoderada, formuló demanda ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, en orden a que se declare la nulidad del acto ficto 

negativo que se configuró a causa del silencio en que incurrió el Departamento 

Administrativo de Salud del Chocó al no resolver la petición formulada el 20 de 

enero de 2010, mediante la cual solicitó el pago de la sanción por mora en la 

consignación de sus cesantías.  

 

Como consecuencia de la anterior declaración, solicitó reconocer y pagar a su 

favor la sanción moratoria por la inoportuna consignación de sus cesantías en 

el Fondo Nacional de Ahorro, al haber transcurrido más de 45 días hábiles 

desde la fecha en que debió cancelarlas, así como los intereses e indexación 

monetaria; reconocer y pagar la indemnización por carrera administrativa, con 

los intereses y actualización monetaria, de conformidad con lo previsto en los 



artículos 176 a 178 del Código Contencioso Administrativo1; reconocer las 

dotaciones por los años 2003 a 2007, con los intereses e indemnización; 

condenar al pago de sus cesantías, con intereses y disponer el pago de las 

costas del proceso.  

 

1.1.2. Hechos 

 

De los hechos narrados como fundamento de las pretensiones, se realiza la 

siguiente síntesis:  

 

Laboró al servicio del Departamento Administrativo de Salud y Seguridad 

Social del Chocó en el cargo de bacterióloga en el centro de salud del 

municipio de Bagadó.  

 

Durante el tiempo de servicio estuvo afiliada al Fondo Nacional de Ahorro, en 

el cual le consignaban sus cesantías; sin embargo, durante los años 2006 y 

2007 la administración incumplió ese deber y para la fecha de presentación de 

la demanda aún no había consignado el auxilio correspondiente a tales años, 

razón por la cual ha formulado diferentes reclamaciones encaminadas a lograr 

el pago de su prestación, una de ellas, radicada el 20 de enero de 2010, que 

no fue resuelta por la entidad demandada y ante su silencio se configuró un 

acto ficto negativo.   

 

Adicionalmente, la entidad demandada no ha reconocido las dotaciones 

causadas entre 2003 y 2007, teniendo en cuenta la particular labor que 

desempeña, en la cual manipula material quirúrgico y está sometida a contraer 

                                                 
1 Se precisa que esa fue la norma que se invocó para tal reconocimiento, pese a que 
la demanda se instauró en vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo.  



virus, bacterias y enfermedades.  

 

Laboró por más de tres años en el Departamento Administrativo de Salud del 

Chocó y, durante ese lapso, nunca se convocó a concurso de méritos, con lo 

cual hubiera podido ascender u obtener estabilidad laboral, de manera que la 

entidad debe indemnizarla por no haber podido acceder a la carrera 

administrativa a causa de la omisión de convocar a concurso de méritos.  

 

1.1.3. Normas violadas y concepto de violación  

 

Como tales, se señalaron los artículos 99 de la Ley 50 de 1990; 1 a 6 de la Ley 

1071 de 2006; y 249 del Código Sustantivo del Trabajo.  

 

Al desarrollar el concepto de violación, adujo que la reclamación en sede 

administrativa tuvo como propósito reconocer y pagar la sanción moratoria por 

la tardanza en la consignación de sus cesantías, así como en la falta de 

reconocimiento de las dotaciones y la indemnización de la carrera 

administrativa, pero ante la omisión de respuesta por parte de la entidad, se 

vulneró no solo su derecho de petición, sino los derechos a la igualdad, las 

prestaciones sociales y el mínimo vital que se debían garantizar al momento 

en que se produjo la terminación de la relación laboral, pues a partir de ahí se 

generó la obligación de pagar la totalidad de dineros adeudados.  

 

Aseguró que la indemnización moratoria es un derecho que se causó a su 

favor, pues han transcurrido más de 465 días hábiles desde la terminación de 

su relación laboral y la entidad no ha consignado sus cesantías en el fondo al 

que está afiliada.  

 

1.2. Contestación de la demanda 



 

La entidad demandada no contestó la demanda2.  
 

1.3. La sentencia apelada 
  

El Tribunal Administrativo del Chocó, mediante sentencia proferida el 4 de 

junio  de 20143, negó la pretensión orientada al reconocimiento de la sanción 

moratoria pretendida; sin embargo, ordenó al Departamento Administrativo de 

Seguridad Social y Salud del Chocó, en liquidación, realizar las gestiones 

administrativas, presupuestales y financieras orientadas a consignar al Fondo 

Nacional de Ahorro, las cesantías a favor de la demandante, así como las 

dotaciones4 correspondientes a los años 2006 y 2007.   

 

Consideró que la demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de sus 

cesantías, pues es una prerrogativa a favor del empleado y a cargo del 

empleador, tal como lo consagra la legislación vigente.   

 

Indicó que la sanción por mora en la consignación de las cesantías constituye 

una carga impuesta por el legislador a los empleadores, con el fin de castigar 

su inercia e incumplimiento en torno al reconocimiento de tal prestación; sin 

embargo, como en el caso de la demandante se demostró que su relación 

laboral continúa vigente, pues se produjo una sustitución patronal, no se ha 

causado el derecho a la sanción moratoria por la tardanza en el pago de las 

cesantías definitivas, comoquiera que no se ha producido la desvinculación del 

servicio.   

                                                 
2 Folio 117.  
3 Folios 268 a 285. 
4 Así lo ordenó en la parte resolutiva de la sentencia, a pesar de que en las 
consideraciones aseguró que en atención al salario devengado por la demandante, 
no había accedido a ese derecho, como se indicará más adelante en la síntesis de la 
sentencia.  



 

En relación con las dotaciones, aseguró que como la demandante tiene una 

asignación mensual superior a dos salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, no tiene derecho a ellas, pues solo proceden para quienes devengan 

una remuneración inferior.  

 

Pese a lo anterior, señaló que la documental que obra como prueba en el 

expediente demuestra que la administración no ha reconocido a la 

demandante las cesantías correspondientes a los años 2006 y 2007, razón por 

la cual debe realizar las gestiones orientadas a satisfacer esa obligación y esa 

fue la orden que impartió en la parte resolutiva de la providencia.  

 

1.4. El recurso de apelación 

 

La accionante, actuando por conducto de apoderada, interpuso recurso de 

apelación5, que sustentó en que ha realizado diferentes peticiones orientadas 

al reconocimiento de sus cesantías, intereses y sanción moratoria; sin 

embargo, la entidad no ha cumplido con su obligación.  

 

Aseguró que no obstante existir un acta de sustitución patronal, entre DASALUD 

Chocó y la ESE Salud Chocó, en la cual esta última se comprometió a asumir 

todas las deudas causadas con los servidores de la primera, de 31 de 

diciembre de 2007 hacia atrás, aún no ha procedido de conformidad; por tal 

razón, reclama la sanción moratoria, pretensión que se omitió resolver por 

parte del Tribunal de instancia.  

 

Indicó que el a quo no debió ordenar a la entidad demandada realizar las 

                                                 
5 Folios 294 a 314.  



gestiones orientadas a consignar las cesantías, pues este es un deber de todo 

empleador que tenía que cumplir dentro de la oportunidad establecida en la 

ley. Siendo así, al existir un término perentorio para el cumplimiento de tal 

obligación, lo que procede es imponer la sanción que la ley ordena ante esa 

tardanza. Para tal efecto, citó in extenso dos sentencias del Consejo de Estado 

que ordenan el reconocimiento de una sanción como la reclamada.  

 

1.5. Alegatos de conclusión en segunda instancia  

 
1.5.1. La demandante  
 

La apoderada de la señora Luisa Idalia Lloreda Gracia allegó tardíamente los 

alegatos6, motivo por el cual no se tendrán en cuenta.  

 

1.5.2. La demandada  

 

El departamento del Chocó no presentó alegatos de conclusión7.  

 

1.6. El Ministerio Público 

 
El agente del Ministerio Público no rindió concepto8.  

 

La Sala decide, previas las siguientes  

 

2. Consideraciones 

2.1. El problema jurídico 

                                                 
6 El memorial obra de folios 397 a 407, fue allegado en forma posterior al 
vencimiento del término.   
7 Folio 396.   
8 Folio 396. 



 

Con base en lo solicitado en el recurso de apelación9, se circunscribe a 

establecer si la señora Luisa Idalia Lloreda Gracia tiene derecho al 

reconocimiento y pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías de 

los años 2006 y 2007, a causa de la terminación de su relación laboral con el 

Departamento Administrativo de Salud y Seguridad Social del Chocó.   

 

2.2. Marco normativo  

 

La Ley 244 de 1995 «por medio de la cual se fijan términos para el pago 

oportuno de cesantías para los servidores públicos, se establecen sanciones 

y se dictan otras disposiciones» en su artículo 1 estableció el término de quince 

(15) días para que la administración expida el acto de reconocimiento de 

cesantías definitivas de los servidores públicos, que han de contarse desde la 

fecha de radicación de la solicitud que se haga en tal sentido, en todo caso, 

determinó que en el evento de que la solicitud esté incompleta, el empleador 

debe manifestarlo así al peticionario, dentro de los diez (10) días hábiles 

siguientes al recibo de la solicitud, y señalar expresamente los requisitos de 

que adolece, de modo que una vez se alleguen, pueda proferir el acto que 

reconozca la prestación, en el término inicialmente indicado.   

 

Ahora bien, el artículo 2 ibidem determinó que una vez se encuentre en firme 

el acto de reconocimiento de cesantías definitivas, la administración cuenta 

con el término de cuarenta y cinco (45) días hábiles para pagar la prestación, 

so pena de incurrir en mora y causar a su cargo la sanción indicada en el 

parágrafo, en el equivalente a un día de salario por cada día de retardo, que 

                                                 
9 En el cual tan solo se refirió a la falta de pronunciamiento en torno al reconocimiento 
de la indemnización por mora en la consignación de las cesantías.  



correrá en forma continua hasta cuando se haga efectivo el pago.  

 

El artículo 5 de la Ley 1071 de 2006, adicionó y modificó lo dispuesto en la Ley 

244 de 1995, así:  

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo 
máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme 
el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 
parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio 
de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 
de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 
propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 
que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar 
la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la 
entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora 
en el pago se produjo por culpa imputable a este. 

 

2.3. Hechos probados  

 

De conformidad con las pruebas que obran en el expediente, se puede 

establecer lo siguiente:  

 

El 23 de junio de 200510, la señora Lloreda Gracia tomó posesión del cargo de 

bacterióloga del Centro de Salud de Bagadó, para el cual fue nombrada 

mediante Resolución 2410 de 16 de junio de ese año11, según consta en el 

acta 067 de 2005.   

 

En octubre de 200512, la accionante recibía un salario mensual de $1.448.990, 

según el extracto de nómina.  

                                                 
10 Folio 21. 
11 Folio 55. 
12 Folio 51. 



 

En el mes de junio de 200613, la demandante percibía $1.521.440, por 

concepto de salario, según el desprendible de nómina correspondiente.  

 

En el mes de abril de 200714, la señora Lloreda Gracia devengaba un salario 

de $1.597.512, según el desprendible de nómina aportado.  

 

El 26 de marzo de 200815, el agente interventor del Departamento 

Administrativo de Salud y Seguridad Social del Chocó suscribió un acta de 

sustitución patronal con el gerente de la Empresa Social del Estado Salud 

Chocó, que se rigió, entre otras, por las siguientes cláusulas:  

 

CLAUSULA PRIMERA: SUSTITUCIÓN PATRONAL, DASALUD CHOCÓ y la E.S.E. SALUD 

CHOCÓ acuerdan y reconocen que, a partir de la fecha efectiva opera entre las 
partes la sustitución patronal de todas las obligaciones laborales, legales y 
extralegales, de conformidad con las normas laborales, respecto de los 
siguientes empleados públicos y trabajadores oficiales (en el listado 
correspondiente se enuncia a la demandante16) […] CLÁUSULA CUARTA: PAGO DE 

LAS OBLIGACIONES LABORALES. DASALUD CHOCÓ se obliga a pagar todas las 
obligaciones laborales de los empleados que, de acuerdo con las normas 
laborales aplicables, sean exigibles a antes de la fecha efectiva. La E.S.E. 
SALUD CHOCÓ se obliga, por su parte, a hacer el pago de su propia cuenta, de 
todas las obligaciones laborales, que de acuerdo con las normas laborales 
aplicables, se hagan exigibles a favor de los empleados después de la fecha 
efectiva. (Resalta la Sala).  

 

El 20 de enero de 201017, la señora Luisa Idalia Lloreda Gracia elevó solicitud 

ante el Interventor de DASALUD, en la cual solicitó reconocer a su favor las 

cesantías, dotaciones, indemnización de la carrera administrativa y la sanción 

moratoria. En torno a las cesantías indicó que las debidas corresponden a los 

                                                 
13 Folio 12. 
14 Folio 10. 
15 Folios 13 a 35. 
16 Folio 17. 
17 Folios 52 a 54.  



años 2006 a 2008 y respecto a las dotaciones precisó que se trata de aquellas 

causadas entre 2003 y 2007. La entidad no resolvió esta petición y respecto 

de ella se predica en la demanda la ocurrencia del silencio administrativo y el 

consecuente acto ficto negativo.   

 

El 16 de junio de 201118, la demandante y otros servidores del Departamento 

Administrativo de Salud y Seguridad Social del Chocó formularon reclamación 

ante el Interventor de DASALUD, en la cual solicitaron el reconocimiento y pago 

del dinero que se les adeuda por concepto de dotación, cesantías, intereses a 

las cesantías y salarios.  

 

El 15 de diciembre de 201119, la demandante y otros servidores de la entidad 

demandada suscribieron con el interventor de esta un acta de acuerdo de pago 

que se contrajo a lo siguiente:  

 

Al revisar la base de datos de esta entidad se pudo constatar que a las personas 
que posteriormente se enumerarán se les adeudan los dineros por concepto de 
dotaciones con sus intereses e indexación entre los años  1993 hasta 2007. […] 
Las partes acuerdan realizar el pago en tres contados del 33.3% C/U. El primer 
contado a la firma del acuerdo y los restantes contados en un plazo inferior a 
60 días. (Dentro de los servidores enunciados se enlistó a la demandante, 
respecto de quien se indicó que la deuda total a pagar por tal concepto era de 
$14.319.211).  

 

El 17 de abril de 201220, la demandante y otros servidores del Departamento 

Administrativo de Salud y Seguridad Social del Chocó requirieron al director 

de DASALUD Chocó el reconocimiento de la indemnización de la carrera 

administrativa y de la sanción moratoria por el inoportuno pago de sus 

cesantías.  

                                                 
18 Folios 39 a 46. 
19 Folios 78 y 79.  
20 Folios 48 y 49. 



 

El 11 de julio de 201221, el jefe de la División de Talento Humano certificó que 

la demandante laboró al servicio del Departamento Administrativo de Salud del 

Chocó desde el 23 de junio de 2005 hasta el 31 de diciembre de 2007.  

 

El 3 de febrero de 201422, el jefe de la División de Afiliados y Entidades del 

Fondo Nacional de Ahorro dio respuesta a un oficio librado en el curso del 

proceso en la cual informó que a favor de la demandante se han consolidado 

por parte de la seccional de Salud del Chocó las cesantías correspondientes 

a la vigencia fiscal de 200523, además, la ESE Salud Chocó reportó e hizo 

aportes de las cesantías por los años 2008 a 201024. En torno a la 

consolidación de cesantías ante ese fondo y la transferencia de recursos para 

el efecto, señaló:  

 

Los dineros que mensualmente consignan en el Fondo Nacional de Ahorro las 
entidades públicas registradas para la administración y pago de las cesantías 
de sus funcionarios afiliados, en las fechas establecidas por el Decreto 1406 de 
1999, modificado por el Decreto 1670 de 2007, para efectuar los aportes al 
sistema general de pensiones y de seguridad social en salud, no son cesantías, 
sino aportes de doceavas de los factores salariales que toman como base para 
su liquidación, como una provisión de orden legal para el pago de las cesantías 
de sus servidores públicos afiliados y para que se conviertan en cesantías 
deben haberse causado, lo que ocurre a 31 de diciembre de cada año. O a la 
terminación de la relación laboral según el caso y haber remitido debidamente 
diligenciados los reportes o listados mensuales individualizados, las 
certificaciones de los factores salariales que constituyen base para liquidar 
cesantías y los respectivos reportes anuales consolidados, los cuales deben 
enviar las entidades empleadoras antes del 15 de febrero del año siguiente al 
de la causación de las cesantías, para proceder a trasladar a las cuentas 
individuales de cada uno de sus funcionarios afiliados los dineros aportados y 

                                                 
21 Folio 56. 
22 Folios 205 a 207.  
23 En el reporte anexo se observan las cesantías consolidadas por ese período por la 
suma de $1.134.078.  
24 En el extracto individual de cesantías aportado, se reflejan los aportes por concepto 
de cesantías del año 2008 por $2.028.048 y del año 2009 por $2.183.987.   



reportados por ese concepto y a reconocer y abonar en cuentas, los intereses 
sobre las cesantías y la protección contra la pérdida del valor adquisitivo de la 
moneda que las mismas hayan generado.   
 
En consecuencia, no existe una fecha exacta de consignación de cesantías en 
el FNA, sino de aportes de doceavas para cubrir las cesantías de los afiliados 
del sector público, dineros que solo se convierten en cesantías. Cuando se 
legalizan los respectivos reportes anuales consolidados y se trasladan los 
dineros consignados como aportes a las cuentas individuales de los afiliados, 
reconociendo el FNA los intereses y la protección contra la pérdida del valor 
adquisitivo de la moneda que las cesantías han  generado, valores que son los 
que figuran en los extractos de cuenta individual, los cuales remitimos para su 
conocimiento y fines pertinentes.  

 

2.4. Caso concreto  

 
 
El primer aspecto a abordar, consiste en determinar si la administración 

incurrió en mora en el pago de las cesantías definitivas a favor de la señora 

Luisa Idalia Lloreda Gracia a fin de establecer si se causó la sanción por tal 

incumplimiento.  

 

Al respecto, la Sala considera que aunque la demandante prestó sus servicios 

en el Departamento Administrativo de Salud y Seguridad Social del Chocó 

hasta el 31 de diciembre de 2007, según se certificó por el jefe de la División 

de Talento Humano25, ello no quiere decir que a partir de esa fecha se produjo 

el rompimiento del vínculo laboral, pues las pruebas a que se hizo alusión en 

el acápite precedente demuestran la existencia de una sustitución patronal que 

cobijó a la señora Lloreda Gracia.  

 

De acuerdo con el acta de sustitución patronal, la efectividad de ese cambio 

de empleador y consecuente inicio de funciones de la demandante en la 

Empresa Social del Estado Salud Chocó empezó a regir a partir del 15 de 

                                                 
25 Folio 56. 



enero de 200826, es decir, no transcurrieron más de quince (15) días entre la 

dejación de su cargo en el Departamento Administrativo de Salud y Seguridad 

Social del Chocó y la reanudación de funciones en la ESE Salud Chocó, de 

modo que no hubo solución de continuidad en la prestación del servicio, por 

ende, se trata de una misma relación laboral que se ha mantenido en forma 

continua desde el 23 de junio de 2005 y que sólo se entenderá terminada 

cuando se produzca la desvinculación efectiva de la ESE mencionada.  

Consecuentes con lo anterior, es forzoso concluir que la demandante no ha 

causado el derecho a las cesantías definitivas, pues este solo surge cuando 

se produce la terminación de la relación laboral y por ello, su reclamación solo 

procede cuando se causa la novedad del retiro.  

 

De tal forma, como la demandante no está ni ha estado en situación 

administrativa de retiro, producto de su vinculación laboral que inició el 23 de 

junio de 2005 con el Departamento Administrativo de Salud y Seguridad Social 

del Chocó y se mantuvo con la Empresa Social del Estado Salud Chocó, en 

virtud de la sustitución patronal aludida, solo tiene derecho a la liquidación 

reconocimiento y pago de las cesantías definitivas cuando tal relación laboral 

culmine.    

 

Así las cosas, al no haber causado el derecho a las cesantías definitivas, mal 

podría considerarse que se ha generado la indemnización por el 

incumplimiento en el pago de tal prestación, razón suficiente para negar la 

pretensión al respecto, tal como lo hizo el a quo.    

 

Ahora bien, como el acta en que consta la sustitución patronal, determina que 

                                                 
26 En el parágrafo primero de la cláusula primera del acta de sustitución patronal se 
indicó: «Fecha efectiva. Téngase por fecha efectiva aquella en la cual operó la 
sustitución patronal por la E.S.E. SALUD CHOCÓ, esto es, el día 15 de enero de 2008».  



las obligaciones relacionadas con el reconocimiento y pago de cesantías27 

están atribuidas de una parte al Departamento Administrativo de Salud y 

Seguridad Social en liquidación, esto es, las causadas con anterioridad a la 

fecha efectiva de la sustitución patronal y de otra parte, a cargo de la ESE Salud 

Chocó, es decir, las causadas con posterioridad a esa sustitución, la Sala 

considera adecuada la orden dada por el Tribunal en el sentido de ordenar al 

Departamento Administrativo en liquidación que proceda a la consignación de 

la prestación a su cargo en el Fondo Nacional de Ahorro28, a fin de que una 

vez finalizada la liquidación de la entidad, la demandante no tenga 

traumatismos en reclamarlas.  

 

3. De la condena en costas  
 

Esta Subsección en sentencia del 7 de abril de 201629, respecto de la condena 

en costas en vigencia del CPACA, concluyó que la legislación varió del Código 

Contencioso Administrativo al Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo de un criterio subjetivo a uno objetivo valorativo.  

 

Objetivo, en cuanto prescribe que en toda sentencia se dispondrá sobre la 

condena en costas, bien sea total o parcial o con abstención, según las reglas 

del Código General del Proceso. Valorativo, en cuanto se requiere que el juez 

revise si ellas se causaron y en la medida de su comprobación (como sucede 

con el pago de gastos ordinarios del proceso y con la actividad profesional 

realizada dentro del proceso), sin que en esa valoración se incluya la mala fe 

o temeridad de las partes. 

                                                 
27 Prestación de la que se trata esta controversia. 
28 Al que se encuentra afiliada la demandante, conforme la certificación visible a folio 30. 
29 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, Radicado 13001-23-33-000-
2013-00022-01 (1291-2014), actor: José Francisco Guerrero Bardi, Consejero 
Ponente: William Hernández Gómez. 



  
Asimismo, se definió que la cuantía de la condena en agencias en derecho, en 

materia laboral, se fijará atendiendo la posición de las partes, pues varía según 

sea la parte vencida el empleador o el trabajador (Acuerdo 1887 de 2003 Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura) y la complejidad e 

intensidad de la participación procesal; que las estipulaciones de las partes en 

materia de costas se tendrán por no escritas por lo que el juez en su liquidación 

no estará atado a lo así pactado por estas, que la liquidación de las costas 

(incluidas las agencias en derecho) la hará el juez de primera o única instancia 

y que procede condenar en costas tanto en primera como en segunda 

instancia.     

 

Conforme a las anteriores reglas y atendiendo que en segunda instancia la 

parte demandada no actuó30, la Sala estima que no debe haber condena en 

costas en esta instancia. 

 
4. Conclusión 
 

Con los anteriores argumentos se concluye que la señora Luisa Idalia Lloreda 

Gracia no ha causado aun el derecho al reconocimiento y pago de las 

cesantías definitivas y, por ende, no se ha generado mora alguna por su 

inoportuna consignación, razón suficiente para confirmar la sentencia de 

primera instancia que denegó las súplicas de la demanda e instó al 

Departamento Administrativo de Salud y Seguridad Social del Chocó a 

reconocer y consignar las cesantías parciales a su favor.  

 

                                                 
30 No fue el recurrente, ni presentó alegatos de conclusión.  



En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, administrando justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 
F A L L A 

 

Confirmar la sentencia proferida el 4 de junio de 2014 por el Tribunal 

Administrativo del Chocó, en el proceso promovido por Luisa Idalia Lloreda 

Gracia contra el departamento del Chocó y el Departamento Administrativo de 

Salud y Seguridad Social del Chocó, que denegó las pretensiones de la 

demanda. Sin condena en costas de segunda instancia.  

 

Devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 
 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

La anterior providencia fue considerada y aprobada por la Sala en sesión de 

la fecha. 

 
 

 

WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ                 GABRIEL VALBUENA 

HERNÁNDEZ  

 
 

 

RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS 
 
 
DDG 

 

 


